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Tribunal Constitucional 
 
SENTENCIA 154/1988, de 21 de julio,  
Recurso de inconstitucionalidad 162-1984 
Promovido por el Presidente del Gobierno contra determinados preceptos de la Ley 
28/1983, de 25 de noviembre, del Parlamento Vasco, de Elecciones al Parlamento 
Vasco 
 
Fundamento Jurídico Núm. 5 

5. El primero de los preceptos impugnados de la Ley 28/1983, es el art. 13.1, el cual 
«corresponde al Gobierno Vasco, a través de la Dirección de Estadística, elaborar y 
tener al día el censo electoral». El Abogado del Estado sostiene la inconstitucionalidad 
de esta disposición arguyendo que «por su propia naturaleza de soporte indispensable 
para el ejercicio del derecho constitucional de sufragio (art. 23.1 C.E.), el censo ha de 
ser único, independientemente de cuál sea el ámbito territorial de poder (local, 
autonómico o estatal) para el que se utilice». Por su parte, las representaciones del 
Parlamento y del Gobierno de la Comunidad Autónoma identifican como fundamento 
competencial de la disposición controvertida el art. 10.3 del EAPV y niegan -frente a lo 
sostenido por el Abogado del Estado- que la elaboración por el Gobierno vasco del 
censo correspondiente a las elecciones para la formación del Parlamento de la 
Comunidad suponga ruptura alguna de las «condiciones básicas» que han de asegurar 
la igualdad a que se refiere el art. 149.1.1 de la Constitución. 

Si, como es preciso, se comparan la disposición autonómica impugnada y las que sobre 
la formación del censo se contienen en la LOREG, no cabe sino advertir la 
incompatibilidad entre una y otras, pues estas últimas determinan que «el censo 
electoral es único para toda clase de elecciones» (art. 31.3), que su formación 
corresponde a un órgano de la Administración del Estado (la Oficina del Censo Electoral: 
art. 29.1) y que a las Comunidades Autónomas, en fin, les corresponde estrictamente 
«obtener una copia del censo, en soporte apto para su tratamiento informático, después 
de cada rectificación de aquél» (art. 41.4). Ahora bien -con independencia de que las 
citadas normas estatales y las con ellas relacionadas en la LOREG, relativas al censo, 
entrañen o no en todas y cada una de sus determinaciones un correcto ejercicio de la 
competencia exclusiva del Estado ex art. 149.1.1 C.E.-, en orden a la resolución del 
presente proceso basta con apreciar si el principio de la unidad del censo enunciado en 
la Ley constituye o no una condición que, con unas articulaciones técnicas u otras, 
pueda considerarse «básica» a los efectos del art. 149.1.1 de la Constitución, por 
resultar necesaria para garantizar un ejercicio igualitario del derecho de sufragio en todo 
el territorio nacional y en todas y cada una de las consultas electorales que en él tengan 
lugar. 

Pues bien, siendo la inscripción censal requisito imprescindible para el ejercicio del 
derecho de sufragio y definido éste en términos idénticos para todo tipo de consultas 
electorales (arts. 2 y 3 de la LOREG), la unidad de censo se impone como condición 
para hacer real el contenido uniforme del derecho, pues no resulta compatible con la 
igualdad exigida por el art. 149.1.1 C.E. el que dicho requisito pudiera llegar a ser 
diversamente reconocido, respecto de un mismo elector, para unas y otras elecciones. 
Hipótesis que podría darse si cada una de las Comunidades Autónomas elaborase, al 
margen y con independencia del censo nacional común, un censo propio destinado a 
ser utilizado en las elecciones para la constitución de la respectiva Asamblea Legislativa. 
Tal riesgo no quedaría suficientemente salvado con la existencia de una normativa 
estatal aplicable en todo el territorio que regulase los requisitos para la inscripción en el 
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censo y los datos en él inscribibles, ni con la garantía representada por una eventual 
revisión judicial de lo actuado por las distintas administraciones, pues las normas 
generales no siempre pueden predeterminar en su totalidad los criterios de los órganos 
que las han de aplicar y, en lo que a la revisión judicial se refiere, los pronunciamientos 
judiciales versarían, en esta hipótesis de censos diversos, sobre inscripciones censales 
también distintas. 

De las anteriores consideraciones se deduce la inconstitucionalidad del art. 13.1 de la 
Ley 28/1983, pues este precepto, al prescribir que «corresponde al Gobierno Vasco, a 
través de la Dirección de Estadística, elaborar y tener al día el censo electoral», viene a 
desconocer la existencia de un censo nacional de electores y a propiciar, en la misma 
medida, una plena desconexión entre dicho censo y el utilizable en las elecciones al 
Parlamento Vasco, situación que no es conciliable con la exigencia que, en este ámbito, 
deriva del art. 149.1.1 de la Constitución y que ha sido recogida en el art. 31.3 de la 
LOREG. En cuanto a la cuestión de cómo deba proveerse a la formación de dicho censo 
nacional común y si en dicha formación pueden llegar a tener alguna participación las 
Comunidades Autónomas en el marco de la Constitución y de lo que sus Estatutos 
dispongan, no corresponde pronunciarse a este Tribunal, pues tales extremos, que han 
sido objeto de una definición legislativa en las normas de la LOREG, no pueden ser aquí 
sometidos a enjuiciamiento constitucional. 
 
 


